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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 849/2020/3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS ADSCRITO A LA DIRECCIÓN JURÍDICA Y DE CAPACITACIÓN FISCAL 
MAGISTRADO:

LIC. JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, primero de marzo de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 849/2020/3; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el veintiséis de noviembre de dos mil veinte, **********, compareció por derecho propio a demandar a las autoridades y respecto del acto que enseguida se precisa:

“ACTOS ADMINISTRATIVOS IMPUGNADOS

a) La resolución del recurso administrativo de revocación de oficio número SF/DGI/DJCF/UJ-ARR/O/0820/2020, de fecha 10 de septiembre del 2020, notificada en fecha de 14 de octubre del 2020, mismo que tiene por sobreseiendo de improcedente el recurso administrativo.
b) Las multas impuestas en contra de quien suscribe por parte del Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, consistentes en tres multas por la cantidad de $1,132.00 (mil ciento treinta y dos pesos 00/100 M.N.), cada una de ellas, correspondiente a los meses de febrero, marzo y abril del 2016.”

“AUTORIDADES DEMANDADAS

a) Director General de Ingresos, adscrito a la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí.”
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintitrés de abril de dos mil veintiuno se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 09:00 nueve horas del diez de enero de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes hizo uso de tal derecho; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción, particularmente porque se reclama una resolución que resuelve un recurso administrativo promovido en contra de una de las resoluciones que son materia de estudio por parte de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.
Así las cosas de la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la actora es:
“ACTOS ADMINISTRATIVOS IMPUGNADOS

a) La resolución del recurso administrativo de revocación de oficio número SF/DGI/DJCF/UJ-ARR/O/0820/2020, de fecha 10 de septiembre del 2020, notificada en fecha de 14 de octubre del 2020, mismo que tiene por sobreseiendo de improcedente el recurso administrativo.

b) Las multas impuestas en contra de quien suscribe por parte del Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, consistentes en tres multas por la cantidad de $1,132.00 (mil ciento treinta y dos pesos 00/100 M.N.), cada una de ellas, correspondiente a los meses de febrero, marzo y abril del 2016.”
Es evidente que el acto materia de impugnación lo constituye la resolución de 10 de septiembre de 2020, dictada en el recurso de revocación que promovió el aquí actor en contra de diversas multas que le fueron impuestas por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, determinación esta última que se entiende igualmente impugnada de manera simultánea, acorde a lo previsto en el numeral 217, tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, actos que quedaron acreditados, el primero con el documento que fue exhibido por la parte actora, visible en foja 44 a 49 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, y el segundo con la documental visible a fojas 86 y 87 de autos, con el valor probatorio pleno según los dispositivos previamente citados, de lo que se colige la certeza del acto impugnado.

En tal sentido, la litis en la presente controversia se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de diez de septiembre de dos mil veinte, así como de la de ocho de julio de dos mil diecisiete, sobre la base de los argumentos de impugnación que formula el actor.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	10 de septiembre de 2020
	14 de octubre de 2020
	15 de octubre de 2020
	16 de octubre al 27 de noviembre de 2020

	26 de noviembre de 2020


CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En ese tenor, resalta que la actora acreditó su interés jurídico en los términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con el original de la resolución de diez de septiembre de dos mil veinte, documento valorado con anterioridad; de donde se desprende el acto impugnado y que el mismo se dirige al aquí accionante, lo que de suyo conlleva el hecho de que el impetrante cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

En otro orden, la autoridad que compareció en representación de la enjuiciada justificó su personalidad y legitimación, ello conforme al documento relativo al nombramiento correspondiente, el que consta a foja 82 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese orden, aduce la enjuiciada que en el presente caso se actualiza la causal de improcedencia y sobreseimiento previstas en el artículo 228, fracción VI y 229, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 24 inciso a) del citado Código, toda vez que la demanda fue presentada extemporáneamente, en virtud de que el actor fue debidamente notificado del crédito fiscal 10812 de fecha 6 de julio de 2017, el día 12 de julio de 2017, por lo tanto, a partir de esa fecha, el actor contaba con el termino de treinta días hábiles para presentar su demanda, lo que hizo hasta el 26 de noviembre de 2020, siendo evidente lo extemporáneo de la misma.

Al respecto conviene establecer que el argumento de improcedencia invocado por la demandada resulta infundado, ello porque de las precisiones hechas en los considerandos segundo y tercero de esta determinación se obtiene que, aun cuando se impugna la determinación de crédito fiscal, no menos cierto resulta que la litis se determina por la impugnación de la resolución al recurso de revocación, emitida en diez de septiembre de dos mil veinte, acto que se notificó a la actora el 14 de octubre de 2020 y del que resultó que la demanda de nulidad se promovió dentro del plazo establecido en el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que a la luz de lo expuesto en los considerandos citados, procede decretar infundada la causa de improcedencia alegada.   

Finalmente, al realizar un examen general al sumario, no se advierte causal alguna que esta Sala deba hacer valer de oficio, por lo que procede el análisis de los conceptos de impugnación.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la actora son visibles a fojas 04 a la 15 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Tercera Sala Unitaria, los conceptos de impugnación hechos valer por la actora en su escrito de demanda son inoperantes por inatendibles.

A. Antecedentes.

Previo al estudio de los conceptos de anulación, es pertinente establecer las circunstancias que constituyen los antecedentes del acto que se impugna y que se desprenden de las constancias del sumario.
a) El 19 de agosto de 2016, mediante oficio con folio 0000000040, el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí libró a cargo del contribuyente aquí actor, requerimiento de obligaciones omitidas, respecto de las declaraciones del pago mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, correspondiente a los meses febrero, marzo y abril de 2016. Ver foja 84 de autos.
b) El 03 de noviembre de 2016, se notificó el requerimiento de obligaciones omitidas al aquí actor, según consta en acta de notificación de esa fecha, y del que da testimonio el documento visible a foja 85 de autos, del que se desprende que la diligencia fue entendida con el aquí actor, quien si se identificó y firmó para constancia legal en dicha acta.

c) El 06 de julio de 2017, el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí emitió a cargo del aquí actor, las multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por omitir el pago de las declaraciones del pago mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, por suma total de $3,396.00 (Tres mil trescientos noventa y seis pesos 00/100 M.N.) Véanse fojas 86 y 87 de autos.

d) El 12 de julio de 2017 se notificaron al aquí actor, conforme al acta de esa fecha, visible a fojas de la 88 a 90 de autos, las multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, desprendiéndose del acta de referencia que al parecer el aquí actor si se identificó y firmó para constancia el acto relativo.
e) El 23 de noviembre de 2017, el aquí actor promovió recurso de revocación en contra de las multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, ello se obtiene de la manifestación hecha por el actor en su escrito de demanda  (foja 3) y de la contestación afirmativa que de este hecho produce la enjuiciada al contestar la demanda. (foja 58)

f) El 10 de septiembre de 2020, el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas dictó la resolución al recurso de revocación propuesto por el aquí actor, mismo que determinó sobreseer por improcedente el citado medio de defensa, ello ante la consideración de que la presentación del citado recurso no fue oportuna conforme al plazo del artículo 170 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Esta es la determinación que constituye el acto impugnado.
B. Problema Jurídico.
En principio tenemos que el actor formula un apartado de concepto de impugnación en contra del citatorio y acta de notificación, en cuyo agravio primero niega lisa y llanamente la existencia o notificación alguna, hecha en los términos amplios de todos los oficios, citatorios, actas de notificación y acta circunstanciada de los oficios señalados, reservándose el derecho de ampliar el argumento de invalidez en tanto se exhiban los citatorios y actas de notificación.

En otro orden, se tiene que el actor plantea un capítulo de conceptos de impugnación en contra de la determinación, de cuyo agravio primero se desprende que el actor niega la existencia de un requerimiento supuestamente notificado el 03 de noviembre de 2016 ya que cumplió con la obligación de pago de las obligaciones fiscales sin que hubiere mediado ningún requerimiento.

En el segundo de los conceptos contra la determinación aduce esencialmente que dicha determinación carece de firma autógrafa, negándose que el oficio determinante tenga inserta en su cuerpo firma autógrafa de funcionario con competencia suficiente.

En el tercero y cuarto de los conceptos alega el accionante que en el oficio determinante se estipulan una serie de numerales y preceptos que a juicio de la demandada son la supuesta fundamentación, sin embargo, del simple análisis que se hace de ellos, no se encuentra una lógica u orden que pueda dotarse como fundamentación y motivación al caso concreto amén de que la autoridad emisora no funda de forma completa, cabal y clara tanto su competencia material como territorial.
Finalmente, en el quinto de los agravios señala el actor que la determinación de multa es incorrecta y deficiente en los artículos que pretende invocar como fundamento, propiamente del numeral 153, fracción I, del Código Fiscal del Estado y del artículo 154 del mismo ordenamiento, ya que es errónea la motivación que se invoca y no se configura el supuesto que establece la norma. 

En atención a lo reseñado, el tópico a dilucidar se centra en las cuestiones siguientes: ¿Fue legal la notificación del oficio determinante de multa? ¿El oficio determinante de crédito contiene firma autógrafa? ¿El oficio determinante de multa se encuentra fundado, inclusive en la competencia del emisor? ¿La motivación en la emisión de la multa es correcta? 
C. Decisión
Pues bien, como fue anticipado, son inoperantes los argumentos de invalidez planteados por el actor, en la medida que si bien se encuentran encaminados a combatir el oficio de seis de julio de dos mil diecisiete, mediante el cual el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí emitió a cargo del aquí actor, las multas por omitir el pago de las declaraciones del pago mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, por suma total de $3,396.00 (Tres mil trescientos noventa y seis pesos 00/100 M.N.), acto que se entiende impugnado simultáneamente a la par de la resolución del recurso de revocación propuesto en sede administrativa contra dichas determinaciones, también es cierto que en contra de la resolución al recurso de revocación no se planteó agravio alguno, resaltando el hecho que la decisión de la resolución al recurso de revocación fue relativa a sobreseer el dicho medio de defensa, al no haberse presentado oportunamente.

Es preciso establecer que en el juicio contencioso administrativo impera el principio de litis abierta
, conforme a la cual, en la sentencia que dicte este Tribunal, cuando se impugne la resolución recaída a un recurso, se deben resolver, no sólo los agravios encaminados a controvertir la legalidad de la resolución impugnada, sino que además se deberán resolver los que controviertan la recurrida, analizándose los argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria.
En efecto, el principio de litis abierta implica, esencialmente, que en un juicio interpuesto en contra de una resolución recaída a un recurso confirmatorio de la recurrida, se deberán estudiar no sólo las argumentaciones hechas valer en el recurso sino también todas las novedosas introducidas en contra de la resolución primigenia.

Sin embargo, esa regla opera cuando proceda entrar al examen de fondo de ambas resoluciones, pero no cuando el recurso fue desechado por improcedente o se tenga por no interpuesto, pues técnicamente deberá examinarse en primer lugar la legalidad de esa decisión final, de tal modo que sólo cuando se concluya su ilegalidad se podrá pasar, conforme al principio de litis abierta, al examen de fondo del asunto, si es que existen elementos jurídicos para decidir. 
Bajo esa lógica, si en el recurso acaeció el sobreseimiento derivado de que una vez admitido, se actualizó una causal para desecharlo, pero se comprobó la ilegalidad de esta decisión, también se debe emprender el estudio de las manifestaciones de agravio, con independencia de que se localicen sólo en el recurso, ya que la esta Sala debe sustituir a la autoridad demandada por ser innecesario el reenvío, al facultarse al Tribunal en los preceptos en mención, para que resuelva el fondo incluso en el supuesto de que la autoridad sí se hubiera pronunciado sobre la procedencia del recurso y lo declarara infundado, siendo la única condición que cuente con los elementos suficientes para ello.

En tal sentido, debe decirse que para que esta Sala proceda al análisis de una resolución previamente impugnada en un recurso administrativo, se deben atacar y superar previamente las cuestiones vertidas en la resolución confirmatoria, las que, una vez apreciadas, permitirá analizar los argumentos -inclusive novedosos- que se viertan contra la resolución originaria.

Empero, lo anterior no ocurre en el presente caso, ya que si bien, el accionante acude a impugnar la resolución al recurso de revocación de diez de septiembre de dos mil veinte, interpuesto contra la imposición de las multas aplicadas al aquí actor por omitir el pago de las declaraciones del pago mensual del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal, por suma total de $3,396.00 (Tres mil trescientos noventa y seis pesos 00/100 M.N.), acto que se entiende impugnado simultáneamente a la par de la resolución del recurso de revocación; sin embargo, en contra de la determinación que resuelve el recurso de revocación no se planteó agravio alguno, resaltando que la decisión de la citada resolución recursiva, descansa en decretar la improcedencia del dicho medio de impugnación, lo que de suyo implica que de manera previa se debe analizar la legalidad o ilegalidad de dicho desechamiento, para, de no haber sido procedente desechar el recurso, entrar al análisis de los agravios vertidos contra la determinación de multas.

Como puede advertirse de la resolución de diez de septiembre de dos mil veinte, concretamente del punto resolutivo primero, la enjuiciada determinó sobreseer por improcedente el recurso administrativo de revocación interpuesto en contra del crédito fiscal 10812, ello bajo las consideraciones que enseguida se digitalizan:

********** IMAGEN DIGITALIZADA
Como puede verse de la imagen reproducida, el argumento dado por la enjuiciada para desechar el medio de impugnación propuesto en contra de la determinación que impuso las multas fiscales al aquí actor, fue porque a consideración de la demandada, la notificación de la dicha determinación sancionatoria ocurrió el doce de julio de dos mil diecisiete, notificación que a juicio de la autoridad se consideró legal porque cumplió los extremos de los artículos 72, fracción I y 73, fracciones I y VII del Código Fiscal del Estado, por lo que surtió sus efectos el trece de julio de dos mil diecisiete y el plazo para la presentación del recurso de revocación inicio el catorce de julio de dos mil diecisiete, concluyendo el diecinueve de septiembre de dos mil diecisiete, de cuya evidencia, al presentarse el medio de defensa el veintitrés de noviembre de dos mil diecisiete, resultaba inconcuso que la presentación de tal impugnación resultaba improcedente, lo que así decretó al amparo de lo previsto en los numerales 174, fracción II y 17 fracción II, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Empero, la argumentación antes reseñada no fue atacada en los conceptos de impugnación vertidos en la demanda ni mucho menos, se propuso ampliación de demanda, una vez que las notificaciones tanto del requerimiento de obligaciones como de la determinación sancionatoria se dieron a conocer al aquí actor con la contestación de demanda (fojas 91, 97 y 101 de autos), por lo que ante la ausencia de conceptos de invalidez respecto de la causa de desechamiento del recurso de revocación, lo que impide declarar la invalidez de este y con ello, analizar los argumentos de impugnación planteados contra la resolución originalmente recurrida, procede declarar a estos argumentos como inoperantes.

A mayor abundamiento debe precisarse que si bien, el accionante impugnó conjuntamente la resolución en la que se determinó la imposición de las multas fiscales, alegando que el veintisiete de octubre de dos mil diecisiete tuvo conocimiento de dichos créditos sin que existiera notificación de por medio, por lo que negó lisa y llanamente la existencia y/o notificación de todos los oficios, citatorios, actas de notificación y acta circunstanciada; ello derivo en que, al contestar la demanda, la enjuiciada aportara tanto los oficios por los que le fue requerida al actor la obligación incumplida y su correspondiente notificación (génesis de la sanción impuesta) así como el oficio determinante de multas y su respectiva notificación, de donde se otorgó al actor la posibilidad de ampliar los conceptos de impugnación contra dichos actos de notificación, (ver foja 97), sin que hubiere producido manifestación alguna, razón por la cual se le declaró precluído su derecho para oponerse a los dichos actos administrativos (foja 101), circunstancia por la cual, se tiene que ante la ausencia de conceptos de impugnación contra la notificación del requerimiento de obligaciones como del oficio determinante de multas fiscales, procede determinar a imposibilidad de analizar las cuestiones de agravio planteadas en su escrito de demanda. 

Cobran aplicación a lo anterior, los criterios que enseguida se transcriben:

“LITIS ABIERTA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. NO OPERA CUANDO EL RECURSO HECHO VALER EN CONTRA DE UNA RESOLUCIÓN PRIMIGENIA FUE DESECHADO Y NO SE DEMUESTRA LA ILEGALIDAD DE SU PRONUNCIAMIENTO. El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación previene lo que se ha calificado como "litis abierta" la cual significa, esencialmente, resolver un juicio en contra de una resolución recaída a un recurso confirmatorio de la impugnada, en el que se deberán estudiar no sólo las argumentaciones hechas valer en el recurso sino también todas las novedosas introducidas en contra de la resolución primigenia; sin embargo, esa regla sólo operará cuando proceda entrar al examen de fondo de ambas resoluciones, pero no cuando el recurso fue desechado por improcedente, pues técnicamente deberá examinarse en primer lugar la legalidad de ese desechamiento, de tal modo que sólo cuando se concluya su ilegalidad se podrá pasar, conforme al principio de "litis abierta", al estudio de fondo del asunto, si es que existen elementos jurídicos para decidir. Lógicamente, si en contra del pronunciamiento de improcedencia no se expresan conceptos de invalidez tendrá que reconocerse su validez sin ser jurídicamente posible pasar al examen de fondo.”

“LITIS ABIERTA, CONCEPTO DE LA. CUESTIONES QUE NO PUEDE COMPRENDER. Si bien es cierto como señala la Sala que conforme a los artículos 197 y 237 del Código Fiscal de la Federación, se establece de forma textual la facultad del particular de hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso administrativo, también lo es que el planteamiento de litis abierta no llega al extremo de ocuparse de resoluciones no impugnadas o combatidas en el recurso, puesto que de manera expresa señala el artículo 197 que "... Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo no satisfaga el interés jurídico del recurrente y éste la controvierta, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúe afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso."; de manera que el concepto de la litis abierta comprende el aducir argumentos no planteados en el recurso y se encuentra limitado únicamente al análisis de resoluciones que hayan sido combatidas en el recurso interpuesto.”

En esa tesitura, al resultar inoperantes los motivos de disenso, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en la determinación de diez de septiembre de dos mil veinte, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se R  E  S  U  E  L  V  E:

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Séptimo de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40 del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


� Registro digital: 170072, Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 27/2008, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVII, Marzo de 2008, página 152, Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 189664, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.6o.A.22 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIII, Mayo de 2001, página 1176, Tipo: Aislada





